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Exp. 820/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 820/2023/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********POR MEDIO DE SU APODERADO LEGAL **********

	DEMANDADA: EL SECRETARIO DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO; EL DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA CITADA SECRETARIA Y LA NOTIFICADORA Y EJECUTORA, ********** ADSCRITA A LA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA MISMA SECRETARIA.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a cuatro de julio del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 820/2024/2, promovido por la persona moral denominada ********** por conducto de su Apoderado Legal **********, contra actos del Secretario de Finanzas del Estado de San Luis Potosí y otras autoridades, y 

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el dieciocho de agosto del dos mil veinticuatro, compareció el C. **********quien comparece en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada********** a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridades demandadas; al Secretario  de Finanzas del Estado, al Director General de Ingresos de la misma Secretaria y a la Notificadora y Ejecutora, **********, adscrita a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la aludida secretaria; señalando como acto impugnado el que a continuación se precisa:

“El mandamiento de ejecución número ********** de fecha 18 de mayo de 2023 emitida por el titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí…”

II.-  Mediante proveído de fecha veintiocho de agosto del dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Así mismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales referidas en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación.

En términos de lo dispuesto por los artículo 71 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, atentos a lo solicitado por la parte actora; se requirió a la autoridad demandada a fin de que dentro del término de tres días a provistos en el artículo 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, en aplicación supletoria, conforme lo señala el artículo 163 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibiera el original o copia certificada del mandamiento de ejecución ********** de fecha 18 de mayo de 2023. 

III.- En auto dictado con fecha tres de octubre del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el oficio y su anexo, presentado por el **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Secretario de Finanzas, de la Directora General de Ingresos y de la Notificadora adscrita a la Dirección antes mencionada; todos pertenecientes a la Secretaria de Finanzas del Estado; visto el co9ntenido del mismo, se tuvo por contestada la demanda al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas, y con la copia simple del oficio contestatorio y su anexo, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora se le tuvo por admitida:

· Copia certificada del instrumento notarial ********** del protocolo a cargo del notario público número veintiocho con ejercicio en esta ciudad.
· Copia simple del citatorio de veinte de junio de dos mil veintitrés.

· Copia certificada del mandamiento de ejecución **********, exhibido por la autoridad demandada. 

· Instrumental de actuaciones.

· Presuncional legal y humana.
En lo tocante a las documentales referida en puntos 2, 3 y 7 del escrito inicial de demanda, en razón de que la parte actora omitió exhibir dichas constancias junto a su escrito de demanda, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 131 fracción IV del Código de procedimientos Civiles para el Estado de aplicación supletoria a la materia se requirió a la misma para que en el término de tres días exhibiera las documentales referidas, bajo el apercibimiento que de no hacerlo se tendría por desechada tal probanza.

Tocante a la documental vía informe con cargo a la Ministerio Publico titular de la mesa ocho de la Unidad de Trámite Común respecto de las constancias que integran la carpeta de investigación **********, en términos de lo dispuesto por los artículo 71 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y atentos a lo solicitado por la parte actora, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 60, en relación con el numeral 294, ambos dispositivos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordenó girar atento oficio al Ministerio Publico titular de la mesa ocho de la Unidad de Trámite Común, para que en auxilio a las labores de este Tribunal remitiera en copias certificadas, la totalidad de las constancias de la carpeta de investigación **********, ofertado por la parte actora.

A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas:

· Copia certificada del expediente formado a la parte actora con relación al mandamiento de ejecución **********.

· Instrumental de actuaciones; y

· Presuncional legal y humana.
Finalmente se precisó que una vez que transcurrieran los términos otorgados en el acuerdo aquí precisado, y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita. 

IV.- Mediante proveído dictado con fecha siete de febrero del dos mil veinticuatro, se tuvo al Agente del Ministerio Público adscrito a la Mesa 8 de Trámite Común de la Fiscalía General del Estado, por no remitiendo a este Tribunal las constancias que integran la carpeta de investigación **********, que fue ofrecida como pruebas documentales por la parte actora en el presente juicio, en el término legal de quince días hábiles a que refiere el artículo 60 del Código Procesal Administrativo para el Estado, y que fue ordenado en proveído de diecinueve de abril de dos mil veintitrés, y solicitado a dicha autoridad mediante oficio **********, el cual, que fue entregado en la oficialía de partes de la Fiscalía General del Estado el catorce de noviembre de dos mil veintitrés.

En esta consideración, con fundamento en los artículos 8, 9 y 60, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se ordenó girar de nueva cuenta atento a oficio al Agente del Ministerio Público Adscrito s la Mesa 8 de Trámite Común de la Fiscalía General del Estado, a efecto de que, en el término de quince días hábiles, remitiera a este Tribunal la totalidad de las constancias integrantes de  la carpeta de investigación ********** que, que previamente le fueron solicitadas mediante oficio **********; apercibido que en caso de no hacerlo, se le podrían aplicar en su perjuicio las medidas de apremio a que refiere el artículo 127 del Código Procesal Administrativo para el Estado, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes de este Tribunal; de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35, fracciones VII y XIII, de la Ley Orgánica de este Tribunal.

V.- Mediante proveído de fecha catorce de marzo del presente año, se dio cuenta con el oficio ********** sin copias y con un anexo firmado por la Licenciada ********** Agente el Ministerio Público de la Fiscalía General del Estado, mediante el que dio cumplimiento al requerimiento ordenado en auto de siete de febrero de dos mil veinticuatro, y por remitiendo al efecto,  copias certificadas de las constancias integrantes en su totalidad de la carpeta de investigación **********, ofertadas como prueba por la parte actora, en consecuencia se dejó sin efectos el apercibimiento realizado a dicha autoridad en el citado auto y se tuvieron como pruebas de la parte actora, además de las admitidas en proveído de tres de octubre de dos mil veintitrés, las constancias que integran en su totalidad la carpeta de investigación **********.

Por otra parte, se tuvo a  la parte actora por no dando cumplimiento al requerimiento ordenado en auto de tres de octubre de dos mil veintitrés, relativo a exhibir las documentales consistentes en el acuse de recibo del escrito de fecha 16 de marzo de 2023, el acuse de recibo del escrito de fecha 26 de mayo de 2023 y el recibo con número de folio **********; por lo que en tal virtud, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 235 del Código Procesal Administrativo, se hace efectivo a la actora el apercibimiento ordenado en auto de tres de octubre de dos mil veintitrés y se tuvieron por desechadas dichas pruebas.
Finalmente, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las doce horas del doce de abril del dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia de ley.
VI.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y de contestación; asimismo se hizo una relación de las constancias de autos, señalando las pruebas documentales ofrecidas por las partes y se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de la parte actora ofrecidas y admitidas, en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida el secretario de Acuerdos hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes y se citó para resolver el presente asunto. 
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo, conforme a lo dispuesto por los artículos 116, segundo párrafo, fracción V, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal de esta entidad donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En el presente juicio se señala como acto impugnado el acta de mandamiento de ejecución, con número de control **********, en donde aparece como destinatario la persona moral denominada “**********, y en el caso comparece a juicio el C. **********en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral ya referida, quien para acreditar dicho carácter exhibió copia certificada del Instrumento Notarial número **********, del Protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta  ciudad, documental pública visible en la foja 8 a la 18 del expediente en que se actúa, de ahí que acredita su legitimidad para comparecer a juicio.

Tocante a la autoridad demandada compareció a dar contestación el **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Secretario de Finanzas, de la Directora General de Ingresos, y de la Notificadora adscrita a la Dirección antes mencionada, perteneciente a la citada Secretaria; el cual para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 40 de autos.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del acto consistente en el acta de mandamiento de ejecución, con número de control **********, emitido con fecha 18 de mayo del 2023, por el Director de Recaudación y Política Fiscal, en donde aparece como destinatario del mismo la persona moral denominada “********** 

En dicho documento se pretende requerir el pago de la multa impuesta dentro del expediente **********, por la Fiscalía General del Estado (FGE) Unidad de Tramitación otros; documental que se encuentra visible a foja 44 de autos. En relación a la pretensión de la actora que es la nulidad del acto impugnado.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido esta Sala Unitaria advierte que la autoridad demandada, al contestar la demanda, hace valer la causal de improcedencia prevista en las fracciones II y X del artículo 228 del Código Procesal Administrativo del Estado que se refiere a la improcedencia del juicio tratándose de actos que no afecten los intereses jurídicos legítimos del actor, en relación con el Artículo 229 fracción II, de la citada legislación relativo al sobreseimiento del juicio sobreseimiento del juicio, cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior; y al efecto manifiesta que estima se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento invocadas, porque el mandamiento de ejecución no ha sido ejecutado por la autoridad, y que únicamente se ejecutó el citatorio; además de que el mandamiento de ejecución no es una resolución definitiva que cause un perjuicio inminente y directo en la esfera jurídica y y patrimonial de la demandante, por lo que no se encuentra dentro de ninguno de los supuestos previstos en el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa  del Estado.

Sin embargo la causal de improcedencia aducida por la autoridad demandada,  es infundada; en principio porque obra en autos a fojas 44 de autos el acto impugnado atribuible a dicha autoridad, consistente en el mandamiento de ejecución con número de control **********, de cuyo contenido se desprende que fue emitido con fecha 18 de mayo del 2020, por el Director de Recaudación y Política Fiscal, y que el mismo está dirigido a la persona moral denominada “**********”, así como también que en mediante el mismo se pretende dar cumplimiento a lo ordenado por la Fiscalía General del Estado (FGE) Unidad de Tramitación otros y efectuar el cobro de la Sanción impuesta por la citada autoridad judicial en expediente **********, de ahí que no se actualiza la causal de improcedencia que hace valer la demandada, pues contrario a lo señalado por la autoridad demandada, la existencia del mandato de ejecución impugnado presupone la existencia de un interés jurídico que pudiera verse afectado por la actuación de la autoridad al pretender ejecutarlo y cuyo análisis corresponde al fondo del asunto. 
Es decir, los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a lo que sería materia de fondo; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de los actos que reclama la parte actora  de ahí que no puedan analizarse en este momento.
En ese sentido de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja 03 anverso a la 05 anverso del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
“Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- A juicio de la suscrita Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, lo planteado por la parte actora en el primero de sus conceptos de impugnación del escrito de demanda, resulta fundado, y suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.
La parte actora en el concepto de impugnación primero y único, expresa substancialmente que el acto impugnado no está fundado y motivado y como ya se precisó resulta sustancialmente fundado, y suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.
En primer lugar, el agravio del hoy accionante se encuentra encaminado a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente fundado y motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 
En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión; es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos; tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:
“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

En ese sentido se entiende que  el emisor del acto administrativo  no se limitara a únicamente a señalar el lugar y tiempo donde se cometió una infracción, sino que también debe asentar detalladamente todo lo relacionado al acto de molestia que emite en perjuicio del gobernado, es decir,  que en el acto de autoridad se asienten las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión de dicho acto.
Por tanto, como quedo precisado en el resultando primero de la presente sentencia, el acto atribuido a la autoridad señalada como demandada; es el mandamiento de ejecución de fecha dieciocho de mayo del dos mil veintitrés, con número de control **********, en donde aparece como destinatario del mismo la persona moral denominada “**********, la cual obra agregada a fojas 44 de autos al haber sido exhibida por la autoridad demandada, ya valorada con anterioridad; documental que en estos momentos se tiene a la vista y en cuyo contenido señala, en la parte que interesa lo siguiente:

“Vistos los antecedentes que obran en el expediente **********, con motivo del crédito que se describe en la parte superior, se desprende que el día 17 de abril de 2023 fue emitido el oficio que ordena a esta autoridad realizar el cobro de la multa y que a la fecha no pago ni garantizo el crédito referido, por lo que con fundamento en los artículos (…) se ordena se proceda a requerir de pago al contribuyente deudor el importe del adeudo, cuyo monto se cita en la parte superior del presente y mismo que se actualizara al momento del pago, a fin de que el deudor compruebe en el mismo acto de la diligencia haber efectuado el pago, apercibiéndole que de no hacerlo se procederá al embargo de bienes suficientes que garanticen el adeudo y sus accesorios legales, para en su caso obtener el importe del crédito a través del remate de los mismos” (…).
En ese sentido si bien es cierto se advierte que el acto impugnado está vinculado a la ejecución y cobro de una multa judicial, que se pretende ejecutar, no menos cierto es que, no precisa datos concretos de la multa, es decir las circunstancias que motivaron dicha multa, pues se concreta a señalar que vistos los antecedentes que obran en el expediente **********, sin que establezca cuales son esos antecedentes a los que alude, ya que como se precisó con antelación las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión; es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto.
Lo anterior es así, considerando que se requiere por el pago del adeudo del monto de la cantidad que señala en el mismo documento, destacando que en caso de no comprobar en el mismo acto de la diligencia haber efectuado el pago de la cantidad ahí precisada, se procederá al embargo; de ahí la necesidad de cumplir con el requisito de debida motivación, puesto que no señala cuando se le requirió con anterioridad, es decir, no señala los datos del requerimiento que le antecedió al mandamiento de ejecución que ahora se controvierte y en el que se precisa que se requiere la comprobación de pago, para no proceder al embargo de bienes que garanticen el monto del mismo; tal circunstancia deja al particular en estado de incertidumbre jurídica y sin posibilidad de argumentar en contra de su determinación.

Por tanto, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en motivar el mandamiento de ejecución de fecha dieciocho de mayo del dos mil veintitrés, con número de control **********, en donde aparece como destinatario del mismo la persona moral denominada “**********,  en términos de los artículos 16 Constitucional; 164, fracción V y 165, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al no señalar las circunstancias y razones que la llevaron a determinar que podía hacer efectivo el mandamiento de ejecución en comento.
No pasa inadvertido, que la enjuiciada que emitió el acto impugnado, al momento de formular su contestación de demanda señala que el mandamiento de ejecución no fue notificado, sino que, únicamente medio un citatorio, por lo que no se llevó a cabo el procedimiento administrativo de ejecución y como consecuencia, no se le embargaron bienes a nombre de la demandante; sin embargo, la misma autoridad demandada al contestar la demanda exhibió la documental consistente en el mandamiento de ejecución de fecha dieciocho de mayo del dos mil veintitrés, con número de control **********, en donde aparece como destinatario del mismo la persona moral denominada “**********, la cual obra agregada a fojas 44 de autos, así como también el recibo de entero folio **********, expedido por la Oficina recaudadora de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, modulo No. **********, por la cantidad de **********, a nombre de ********** de ahí que no obstante afirma que no le fue notificado dicho mandamiento, las documentales que exhibe llevan a concluir que el mismo acto si le fue notificado al ahora actor y que por tanto se le requirió el pago de la cantidad que en el mismo se precisa, respecto de cuál como ya se precisó no se señaló la motivación suficiente.
Así las cosas, esta Juzgadora concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado el requisito de motivación, situación que deja en estado de indefensión a la parte actora, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.

Derivado de lo anterior, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ausencia de fundamentación o motivación del acto impugnado.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251, 252, y 250, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana del acto consistente en el mandamiento de ejecución de fecha dieciocho de mayo del dos mil veintitrés, con número de control **********, en donde aparece como destinatario del mismo la persona moral denominada “**********, por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno. Lo anterior es así, toda vez que si bien la omisión de motivar dicho acto, constituye la desatención de un requisito formal; lo cierto es que en este caso la nulidad debe declararse en forma lisa y llana.

En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen el mandamiento de ejecución impugnado–como lo es el pago  que consta en el recibo de entero folio **********, expedido por la Oficina recaudadora de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, modulo No. **********, por la cantidad de ********** a nombre de **********., -, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad. Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

 “FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada que devuelva al actor el pago realizado mediante el recibo de entero folio **********, expedido por la Oficina recaudadora de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, modulo No. 13, por la cantidad de ********** a nombre de ********** visible a fojas 50 de autos y que merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora sí probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana en el mandamiento de ejecución de fecha dieciocho de mayo del dos mil veintitrés, con número de control **********, en donde aparece como destinatario del mismo la persona moral denominada “**********, así como de sus consecuencias; por lo que se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la actora y mediante correo a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”





� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”





